
Acta De Votación
Poder Judicial

Sala Constitucional

Miércoles, 25 de enero de 2023

En San José, a las nueve horas con treinta minutos del veinticinco de enero del dos mil veintitrés, se inició la

votación de la Sala Constitucional, conformada por los Magistrados Fernando Castillo Víquez (quien preside), Fernando

Cruz Castro, Paul Rueda Leal,  Luis Fdo. Salazar Alvarado, Jorge Araya García, Anamari  Garro Vargas y Aracelly

Pacheco Salazar (en sustitución del Magistrado Garita Navarro).

El resultado de la votación fue el siguiente:

A. RESOLUCIONES DE LA SALA:

Exp. Nº Voto Nº Tipo Por Tanto

22-006043-0007-CO 2023001692 RECURSO
DE AMPARO

Se acoge la gestión de desobediencia. Se ordena testimoniar piezas
al  Ministerio  Público,  para  que  investigue  la  desobediencia  a  la
sentencia No. 2022-014878 de las 9:15 horas del 1º de julio de 2022,
por parte de Albert Méndez Vega, en su condición de Director de la
Dirección Red Integrada de Prestación de Servicios de Salud Central
Sur de la Caja Costarricense de Seguro Social, de conformidad con
lo  dispuesto  en  el  artículo  71  de  la  Ley  de  la  Jurisdicción
Constitucional. Notifíquese.-

22-016410-0007-CO 2023001693 RECURSO
DE AMPARO

Se reitera a Laura Jiménez González, en su condición de asesora
regional  de Educación  Especial,  y  se ordena a Francisco  Corella
Rojas y a Johnny Sánchez Solano, en sus respectivas condiciones
jefe  a  cargo  del  departamento  de  Asesoría  Pedagógica  de  la
Dirección Regional de Educación de Alajuela y director a cargo del
Centro  de  Enseñanza  Especial  y  Rehabilitación  Alajuela  Marta
Saborío Fonseca cumplir Educación Pública, o a quienes en su lugar
ocupen tales cargos, el cumplimiento inmediato a lo dispuesto por
esta Sala en la sentencia No. 2022-023267 de las 09:20 horas del 07
de octubre de 2022, en lo que respecta a la terapia ocupacional del
amparado. Lo anterior, bajo la advertencia de ordenar la apertura de
un  procedimiento  administrativo  disciplinario,  con  base  en  lo
dispuesto el artículo 53 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional,
en caso de no hacerlo y, además, testimoniar piezas al Ministerio
Público  conforme  lo  dispuesto  en  el  artículo  71  de  la  Ley  de  la
Jurisdicción Constitucional. Notifíquese.

22-016689-0007-CO 2023001694 RECURSO
DE AMPARO

Se acoge la gestión de desobediencia. Se le reitera a Krisia Díaz
Valverde  y  a  Alexander  León  Sánchez,  por  su  orden,  Directora
Médica y Director del Centro de Cáncer Gástrico y Cirugía General,
ambos del Hospital Max Peralta Jiménez, o a quienes en sus lugares
ocupen  dichos  cargos,  que  procedan  a  dar  cumplimiento  de  lo
dispuesto por  esta  Sala  en la  sentencia  No.  2022-018791 de las
09:05  horas  del  12  de  agosto  de  2022.  Lo  anterior,  bajo  la
advertencia que, de acreditarse la desobediencia, se podrá ordenar
la apertura de un procedimiento administrativo contra el funcionario
remiso a cumplir con lo resuelto por esta Sala y, además, ordenar
testimoniar piezas ante el Ministerio Público por la eventual comisión
del  delito  de  desobediencia  (artículos  53  y  71  de  la  ley  de  la
jurisdicción constitucional). Notifíquese.-
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22-021225-0007-CO 2023001695 RECURSO
DE AMPARO

Se reitera  a  Priscilla  Adriana  Zamora  Rojas,  en  su  condición  de
viceministra de ingresos del Ministerio de Hacienda, o a quien en su
lugar ejerza ese cargo, el cumplimiento inmediato a lo dispuesto por
esta Sala en la sentencia No. 2022-026696 de las 09:25 horas del 11
de noviembre de 2022. Lo anterior, bajo la advertencia de ordenar la
apertura de un procedimiento administrativo disciplinario, con base
en  lo  dispuesto  el  artículo  53  de  la  Ley  de  la  Jurisdicción
Constitucional, en caso de no hacerlo y, además, testimoniar piezas
al Ministerio Público conforme lo dispuesto en el artículo 71 de la Ley
de la Jurisdicción Constitucional. Notifíquese.

22-023228-0007-CO 2023001696 RECURSO
DE AMPARO

Se le reitera a Yaxinia Díaz Mendoza, en su condición de Directora
de  Recursos  Humanos  del  Ministerio  de  Educación  Pública,  que
proceda al cumplimiento de lo dispuesto en la Sentencia N° 2022-
26204  de  las  9:45  horas  de  4  de  noviembre  de  2022,  bajo  la
advertencia  de  ordenarse  la  apertura  de  un  procedimiento
administrativo en su contra si no lo hiciere. Notifíquese.-

22-024033-0007-CO 2023001697 RECURSO
DE AMPARO

No ha lugar a la gestión formulada.

22-025023-0007-CO 2023001698 RECURSO
DE AMPARO

No ha lugar a la gestión formulada.

22-025191-0007-CO 2023001699 RECURSO
DE AMPARO

No ha lugar a la gestión formulada.

22-025464-0007-CO 2023001700 ACCIÓN DE
INCONSTITU
CIONALIDAD

Se rechaza de plano la acción.

22-025518-0007-CO 2023001701 ACCIÓN DE
INCONSTITU
CIONALIDAD

Se rechaza por el fondo la acción. La magistrada Garro Vargas salva
parcialmente el voto y declara inconstitucional la línea jurisprudencial
impugnada en cuanto asume, de manera genérica, la existencia de
mala fe en la causa adquisitiva del negocio traslativo de dominio a
partir,  exclusivamente,  de  la  vigencia  del  artículo  5  de  la  Ley
Indígena y, por ello, de la nulidad originaria del negocio de traspaso,
derivada de lo dispuesto en el citado artículo. La magistrada Garro
Vargas consigna nota.

22-025751-0007-CO 2023001702 RECURSO
DE AMPARO

No ha lugar a la gestión de desobediencia. Se amplía el plazo de
cumplimiento de la sentencia No. 2022-028805 de las 9:30 horas del
2 de diciembre de 2022, por un plazo de UN MES adicional de forma
improrrogable,  al  originalmente  otorgado,  contado  a  partir  de  la
notificación  de  esta  resolución.  Tomen  nota  las  autoridades  del
Ministerio de Educación Pública, de lo indicado en el considerando
IV de esta resolución. Notifíquese.-

22-026306-0007-CO 2023001703 RECURSO
DE AMPARO

No ha lugar a la gestión formulada.

22-028735-0007-CO 2023001704 RECURSO
DE AMPARO

Se declara sin lugar el recurso. 

22-028759-0007-CO 2023001705 RECURSO
DE AMPARO

Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Randal Álvarez Juárez
y Julio Calderón Serrano, por su orden gerente médico y coordinador
en recargo del Comité Central de Farmacoterapia, ambos de la Caja
Costarricense de Seguro Social, o a quienes ocupen esos cargos,
que  giren  las  órdenes  pertinentes  y  lleven  a  cabo  todas  las
actuaciones que estén dentro del ámbito de sus competencias, a fin
de que, de manera INMEDIATA, a partir de la notificación de esta
sentencia,  a  la  parte  amparada  se  le  brinde  el  medicamento
"OLAPARIB" en la dosis y durante el tiempo que su médica tratante
así  lo  recomiende,  bajo  estricta  supervisión  del  profesional  en
medicina que conoce el caso del tutelado. Lo anterior se dicta con la
advertencia de que según lo establecido por el artículo 71 de la Ley
de la Jurisdicción Constitucional se impondrá prisión de tres meses a
dos años o de veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una
orden  que  deba  cumplir  o  hacer  cumplir,  dictada  dentro  de  un
recurso de amparo y no la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre

2

Documento firmado digitalmente
15/02/2023 15:40:26



que el delito no esté más gravemente penado. Se condena a la Caja
Costarricense  de  Seguro  Social  al  pago  de  las  costas,  daños  y
perjuicios ocasionados con los hechos que sirven de base a esta
declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de la
jurisdicción  contencioso-administrativa.  En  cuanto  al  escrito
incorporado al expediente electrónico a las 16:31 horas del 24 de
enero de 2023, se desglosa a la Secretaría de esta Sala para que se
incorpore al expediente que corresponda y se resuelva conforme a
Derecho.  Notifíquese.

22-028826-0007-CO 2023001706 ACCIÓN DE
INCONSTITU
CIONALIDAD

Se rechaza por el  fondo la acción en relación con la violación al
derecho al libre tránsito y el principio de igualdad. En lo demás, se
rechaza de plano. El magistrado Rueda Leal salva el voto y ordena
hacer  la  prevención  del  artículo  80  de  la  Ley  de  la  Jurisdicción
Constitucional.  La magistrada Garro Vargas salva el voto y ordena
dar curso a la acción. 

22-029041-0007-CO 2023001707 RECURSO
DE AMPARO

Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Randal Álvarez Juárez
y  Julio  Calderón  Serrano,  por  su  orden,  gerente  médico  y
coordinador  en  recargo  del  Comité  Central  de  Farmacoterapia,
ambos de la Caja Costarricense de Seguro Social, o a quienes en su
lugar ocupen esos cargos, que giren las órdenes pertinentes y lleven
a cabo todas las actuaciones que estén dentro del ámbito de sus
competencias,  para  que  de  manera  INMEDIATA,  a  partir  de  la
notificación  de  esta  sentencia,  se  le  brinde  a  la  amparada  los
medicamentos PEMBROLIZUMAB Y AXITINIB, en la dosis y durante
el  tiempo que su médico tratante  así  lo recomiende, bajo  estricta
supervisión  del  profesional  en  medicina  que  conoce  el  caso  del
tutelado.  Lo anterior  se dicta  con la advertencia  de que según lo
establecido  por  el  artículo  71  de  la  Ley  de  la  Jurisdicción
Constitucional se impondrá prisión de tres meses a dos años o de
veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden que deba
cumplir o hacer cumplir, dictada dentro de un recurso de amparo y
no la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito no esté
más gravemente penado. Se condena a la Caja Costarricense de
Seguro Social al pago de las costas, daños y perjuicios ocasionados
con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se
liquidarán  en  ejecución  de  sentencia  de  lo  contencioso-
administrativa. Notifíquese. 

22-029049-0007-CO 2023001708 RECURSO
DE AMPARO

Se declara SIN LUGAR el recurso.

22-029109-0007-CO 2023001709 RECURSO
DE AMPARO

Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Krisia Díaz Valverde y
Ruddy Canales Vargas, por su orden directora general y jefe de la
sección de Cirugía especialidad de Urología, ambos del hospital Dr.
Max Peralta Jiménez, o a quienes ocupen dichos cargos, que giren
las órdenes y realicen las gestiones que estén en el ámbito de sus
competencias, para que, dentro del plazo máximo de TRES MESES
contado a partir  la  notificación de esta  sentencia,  el  tutelado sea
atendido por un médico especialista en Urología y, a partir de dicha
valoración, se determine el plan de manejo por seguir en atención de
sus padecimientos. Lo anterior se ordena en tanto sea posible de
acuerdo  con  la  reorganización  del  servicio  decretada  por  la
emergencia hospitalaria con ocasión de la pandemia por la COVID-
19. En caso de que fuere imposible cumplir lo anterior en atención a
las razones mencionadas,  deberán  adoptar  las medidas del  caso
para que la orden dada sea acatada luego de superada la pandemia,
siempre  y  cuando  no  exista  posibilidad  de  hacerlo  antes,  y
condicionado a que la situación de la persona amparada no implique
un  riesgo  desproporcionado  e  irrazonable  a  su  salud  o  vida.  Se
advierte  a  la  autoridad  recurrida  que,  de  conformidad  con  lo
establecido  por  el  artículo  71  de  la  Ley  de  la  Jurisdicción
Constitucional se impondrá prisión de tres meses a dos años o de
veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden que deba
cumplir o hacer cumplir, dictada dentro de un recurso de amparo y
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no la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito no esté
más gravemente penado. Se condena a la Caja Costarricense de
Seguro Social al pago de las costas, daños y perjuicios causados,
los que se liquidarán en ejecución de sentencia ante la jurisdicción
contencioso-administrativa. El magistrado Castillo Víquez pone nota.
El magistrado Rueda Leal consigna nota. Notifíquese.

23-000151-0007-CO 2023001710 RECURSO
DE AMPARO

Se declara sin lugar el recurso. El magistrado Rueda Leal consigna
nota. La magistrada Garro Vargas pone nota. 

23-000298-0007-CO 2023001711 RECURSO
DE AMPARO

Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Krisia Díaz Valverde y
Ruddy Canales Vargas, por su orden directora general y jefe de la
sección  de  Cirugía  y  de  la  especialidad  de  Urología,  ambos  del
hospital Dr. Max Peralta Jiménez, o a quienes ocupen dichos cargos,
que giren las órdenes y realicen las gestiones que estén en el ámbito
de sus competencias, para que, dentro del plazo máximo de TRES
MESES contado a partir la notificación de esta sentencia, la tutelada
sea atendida por un médico especialista en Urología y, a partir de
dicha  valoración,  se  determine  el  plan  de  manejo  por  seguir  en
atención de sus padecimientos. Lo anterior se ordena en tanto sea
posible de acuerdo con la reorganización del servicio decretada por
la  emergencia  hospitalaria  con  ocasión  de  la  pandemia  por  la
COVID-19. En caso de que fuere imposible cumplir  lo  anterior en
atención a las razones mencionadas, deberán adoptar las medidas
del caso para que la orden dada sea acatada luego de superada la
pandemia, siempre y cuando no exista posibilidad de hacerlo antes,
y  condicionado  a  que  la  situación  de  la  persona  amparada  no
implique un riesgo desproporcionado e irrazonable a su salud o vida.
Se  advierte  a  la  autoridad  recurrida  que,  de  conformidad  con  lo
establecido  por  el  artículo  71  de  la  Ley  de  la  Jurisdicción
Constitucional se impondrá prisión de tres meses a dos años o de
veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden que deba
cumplir o hacer cumplir, dictada dentro de un recurso de amparo y
no la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito no esté
más gravemente penado. Se condena a la Caja Costarricense de
Seguro Social al pago de las costas, daños y perjuicios causados,
los que se liquidarán en ejecución de sentencia ante la jurisdicción
contencioso-administrativa. El magistrado Rueda Leal consigna nota.
Notifíquese.

23-000382-0007-CO 2023001712 RECURSO
DE AMPARO

Se declara con lugar el recurso, sin especial condenatoria en costas,
daños y perjuicios. Se le ordena a Taciano Lemos Pires y a Daniela
Rivera Monge,  bajo  ese mismo orden Director  Médico y  Jefe  del
Servicio  de  Oftalmología,  ambos  del  Hospital  Dr.  Rafael  Ángel
Calderón Guardia, o a quienes en sus lugares ocupen dichos cargos,
que  disponga  de  todo  lo  necesario  dentro  del  ámbito  de  sus
competencias,  para que,  en la  fecha indicada,  a  saber,  el  07 de
febrero de 2023, se le realice la cirugía al recurrente tal como se
indicó  bajo  juramento.  Lo anterior,  bajo  estricta  responsabilidad y
supervisión de su médico tratante y siempre que una variación de las
circunstancias médicas no requiera otro tipo de atención. Asimismo,
deberán  comunicarle  la  hora  de  tal  intervención,  así  como  los
requisitos  pre  –  operatorios  establecidos  para  tales  efectos.  Se
advierte  a  la  autoridad  recurrida  que,  de  conformidad  a  lo
establecido  por  el  artículo  71,  de  la  Ley  de  la  Jurisdicción
Constitucional, se impondrá prisión de tres meses a dos años, o de
veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden que deba
cumplir o hacer cumplir, dictada en un recurso de amparo y no la
cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito no esté más
gravemente  penado.  El  Magistrado  Rueda  Leal  ponen  nota.  El
Magistrado Salazar Alvarado salva parcialmente el voto y dispone la
condenatoria  en  daños,  perjuicios  y  costas.  La  Magistrada  Garro
Vargas salva parcialmente el voto y ordena la condenatoria en daños
y perjuicios, pero no la condenatoria en costas. Notifíquese.-
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23-000495-0007-CO 2023001713 RECURSO
DE AMPARO

Se declara con lugar el recurso, sin especial condenatoria en costas,
daños y perjuicios. Se ordena a Carlos Enrique Salas Sandí, en su
condición de Director de la Clínica Ricardo Moreno Cañas, o a quien
ocupe  el  cargo,  que  de  manera  inmediata  disponga  lo  necesario
dentro del marco de sus competencias, para que, efectivamente el
22 DE FEBRERO DE 2023, fecha indicada en el informe rendido a la
Sala, al tutelado se le practique la cirugía que requiere, bajo estricta
supervisión y responsabilidad de sus médicos tratantes. Lo anterior
se ordena siempre que sea posible de acuerdo con la reorganización
del servicio decretada por la emergencia hospitalaria con ocasión de
la  pandemia  por  la  COVID-19.  En  caso  de  que  fuere  imposible
cumplir lo anterior en atención a las razones mencionadas, deberá
adoptar las medidas del caso para que la orden dada sea acatada
luego  de  superada  la  pandemia,  siempre  y  cuando  no  exista
posibilidad de hacerlo antes, y condicionado a que la situación de la
persona  amparada  no  implique  un  riesgo  desproporcionado  e
irrazonable a su salud o vida. Se advierte a la autoridad recurrida
que, de conformidad con lo establecido por el artículo 71 de la Ley
de la Jurisdicción Constitucional se impondrá prisión de tres meses a
dos años o de veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una
orden  que  deba  cumplir  o  hacer  cumplir,  dictada  dentro  de  un
recurso de amparo y no la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre
que el delito no esté más gravemente penado. El magistrado Rueda
Leal  suscribe  nota.  El  magistrado  Salazar  Alvarado  salva
parcialmente el voto y dispone la condenatoria en daños, perjuicios y
costas.  La magistrada Garro  Vargas salva parcialmente el  voto  y
ordena la condenatoria en daños y perjuicios,  pero no en costas.
Notifíquese. 

23-000499-0007-CO 2023001714 RECURSO
DE AMPARO

Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Krisia Díaz Valverde y
Ruddy Canales Vargas, por su orden Directora Médica y Jefa de la
Sección de Cirugía y la Especialidad de Urología, ambos del hospital
Max  Peralta  Jiménez,  o  a  quienes  ocupen  esos  cargos,  que  de
manera inmediata dispongan lo necesario dentro del marco de sus
respectivas competencias,  para que dentro  del  plazo no mayor  a
TRES MESES, contado a partir de la notificación de esta sentencia,
a  la  tutelada  se  le  realice  la  cirugía  objeto  de  este  amparo  bajo
estricta  supervisión  y  responsabilidad  de  sus  médicos  tratantes,
siempre que una variación en las condiciones médicas del paciente
no  contraindique  tal  intervención  y  se  hayan  cumplido  todos  los
requerimientos  preoperatorios  e  institucionales.  Lo  anterior  se
ordena siempre que sea. Se advierte a la autoridad recurrida que, de
conformidad con lo establecido por el  artículo 71 de la Ley de la
Jurisdicción Constitucional se impondrá prisión de tres meses a dos
años o de veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden
que deba cumplir o hacer cumplir, dictada dentro de un recurso de
amparo y no la cumpliere o no la hiciere cumplir,  siempre que el
delito  no  esté  más  gravemente  penado.  Se  condena  a  la  Caja
Costarricense  de  Seguro  Social  al  pago  de  las  costas,  daños  y
perjuicios causados, los que se liquidarán en ejecución de sentencia
ante la jurisdicción contencioso administrativa. El magistrado Rueda
Leal suscribe nota.  El  magistrado Castillo  Víquez y la magistrada
Garro Vargas ponen nota conjunta. Notifíquese.

23-000547-0007-CO 2023001715 RECURSO
DE AMPARO

Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Krisia Díaz Valverde,
en su condición de directora general, y Ruddy Canales Vargas, en
su condición de jefe del Servicio de Urología, ambos del Hospital Dr.
Maximiliano Peralta Jiménez, o a quienes ocupen dichos cargos, que
giren las órdenes pertinentes y lleven a cabo todas las actuaciones
que estén dentro del ámbito de sus competencias para que, dentro
de un plazo no mayor a UN MES contado a partir de la notificación
de  esta  sentencia,  se  efectúe  el  procedimiento  quirúrgico  que
requiere  la  parte  amparada  bajo  estricta  responsabilidad  y
supervisión de su médico tratante, esto mientras que una variación
de  las  circunstancias  médicas  del  paciente  no  contraindique  tal
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intervención  y  haya  cumplido  con  todos  los  requerimientos
preoperatorios. Lo anterior,  también siempre y cuando sea posible
de  acuerdo  con  la  reorganización  del  servicio  decretada  por  la
emergencia hospitalaria con ocasión de la epidemia de coronavirus
(COVID-19).  Se  advierte  a  la  autoridad  recurrida  que,  de
conformidad con lo establecido por el  artículo 71 de la Ley de la
Jurisdicción Constitucional se impondrá prisión de tres meses a dos
años o de veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden
que deba cumplir o hacer cumplir, dictada dentro de un recurso de
amparo y no la cumpliere o no la hiciere cumplir,  siempre que el
delito  no  esté  más  gravemente  penado.  Se  condena  a  la  Caja
Costarricense  de  Seguro  Social  al  pago  de  las  costas,  daños  y
perjuicios causados, los que se liquidarán en ejecución de sentencia
ante la jurisdicción contencioso administrativa. El magistrado Rueda
Leal suscribe nota. Notifíquese. 

23-000560-0007-CO 2023001716 RECURSO
DE AMPARO

Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Carolina Chaves Araya
y a Jeremías Sandí Delgado, respectivamente, en su condición de
Directora General a.i. y de Jefe del Servicio de Oftalmología, ambos
del Hospital San Rafael de Alajuela o a quienes en su lugar ocupen
esos  cargos,  coordinar  y  disponer  todas  las  actuaciones  que  se
encuentren dentro del ámbito de su competencias, a fin de que al
amparado [NOMBRE 001] se le realice la cirugía prescrita dentro del
plazo  de  un  mes,  contado  a  partir  de  la  notificación  de  esta
resolución, si otro criterio médico no lo desaconseja. Lo anterior bajo
la responsabilidad de su médico tratante. Además, siempre y cuando
sea posible de acuerdo con la reorganización del servicio decretada
por  la  emergencia  hospitalaria  con  ocasión  de  la  pandemia  de
coronavirus  COVID-19.  Se  apercibe  a  los  recurridos  que  de
conformidad con lo  establecido en el  artículo  71 de la  Ley  de la
Jurisdicción Constitucional, se impondrá prisión de tres meses a dos
años o de veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden
que deba cumplir o hacer cumplir, dictada en un recurso de amparo
y no la cumpliere o hiciere cumplir, siempre que el delito no esté más
gravemente penado. Se condena a la Caja Costarricense de Seguro
Social al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los
hechos que sirven de base a la presente declaratoria, los cuales se
liquidarán en el proceso de ejecución de sentencia de lo contencioso
administrativo. El magistrado Rueda Leal pone nota. Notifíquese.

23-000562-0007-CO 2023001717 RECURSO
DE AMPARO

Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Carolina Chaves Araya,
en su condición de directora general a.i., y Jeremías Sandí Delgado,
en  su  condición  de  jefe  del  Servicio  de  Oftalmología,  ambos  del
Hospital San Rafael de Alajuela, o a quienes ocupen dichos cargos,
que  giren  las  órdenes  pertinentes  y  lleven  a  cabo  todas  las
actuaciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para
que, dentro de un plazo no mayor a UN MES contado a partir de la
notificación de esta sentencia, se efectúe el procedimiento quirúrgico
que  requiere  la  parte  amparada  bajo  estricta  responsabilidad  y
supervisión de su médico tratante, esto mientras que una variación
de  las  circunstancias  médicas  del  paciente  no  contraindique  tal
intervención  y  haya  cumplido  con  todos  los  requerimientos
preoperatorios. Lo anterior,  también siempre y cuando sea posible
de  acuerdo  con  la  reorganización  del  servicio  decretada  por  la
emergencia hospitalaria con ocasión de la epidemia de coronavirus
(COVID-19).  Se  advierte  a  la  autoridad  recurrida  que,  de
conformidad con lo establecido por el  artículo 71 de la Ley de la
Jurisdicción Constitucional se impondrá prisión de tres meses a dos
años o de veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden
que deba cumplir o hacer cumplir, dictada dentro de un recurso de
amparo y no la cumpliere o no la hiciere cumplir,  siempre que el
delito  no  esté  más  gravemente  penado.  Se  condena  a  la  Caja
Costarricense  de  Seguro  Social  al  pago  de  las  costas,  daños  y
perjuicios causados, los que se liquidarán en ejecución de sentencia
ante la jurisdicción contencioso administrativa. El magistrado Rueda

6

Documento firmado digitalmente
15/02/2023 15:40:26



Leal suscribe nota. Notifíquese. 

23-000607-0007-CO 2023001718 RECURSO
DE AMPARO

Se declara sin lugar el recurso. Los magistrados Rueda Leal y Garro
Vargas suscriben nota de forma independiente. 

23-000620-0007-CO 2023001719 RECURSO
DE AMPARO

Se declara con lugar el recurso. Se ordena a María Eugenia Villalta
Bonilla y a Maureen Murillo Jiménez, por su orden, directora general
y jefa del servicio de Cirugía General, ambas del hospital San Juan
de Dios, o a quienes ocupen tales cargos, que de manera inmediata
dispongan  lo  necesario  dentro  del  marco  de  sus  respectivas
competencias,  para  que:  1)  el  31  DE  ENERO  DE  2023,  fecha
indicada en informe rendido a la Sala, la amparada sea revalorada
en el servicio de Cirugía General; y, 2) en caso de determinarse que
la  tutelada  aún  requiere  la  cirugía  objeto  de  este  recurso,  tal
operación  deberá  serle  practicada  dentro  del  plazo  de  TRES
MESES, contado a partir de la notificación de esta sentencia, bajo
estricta  supervisión  y  responsabilidad  de  sus  médicos  tratantes,
siempre que una variación en las condiciones médicas del paciente
no  contraindique  tal  intervención  y  se  hayan  cumplido  todos  los
requerimientos  preoperatorios  e  institucionales.  Lo  anterior  se
ordena siempre que sea posible de acuerdo con la reorganización
del servicio decretada por la emergencia hospitalaria con ocasión de
la  pandemia  por  la  COVID-19.  En  caso  de  que  fuere  imposible
cumplir lo anterior en atención a las razones mencionadas, deberán
adoptar las medidas del caso para que la orden dada sea acatada
luego  de  superada  la  pandemia,  siempre  y  cuando  no  exista
posibilidad de hacerlo antes, y condicionado a que la situación de la
persona  amparada  no  implique  un  riesgo  desproporcionado  e
irrazonable a su salud o vida. Se advierte a la autoridad recurrida
que, de conformidad con lo establecido por el artículo 71 de la Ley
de la Jurisdicción Constitucional se impondrá prisión de tres meses a
dos años o de veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una
orden  que  deba  cumplir  o  hacer  cumplir,  dictada  dentro  de  un
recurso de amparo y no la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre
que el delito no esté más gravemente penado. Se condena a la Caja
Costarricense  de  Seguro  Social  al  pago  de  las  costas,  daños  y
perjuicios causados, los que se liquidarán en ejecución de sentencia
ante la jurisdicción contencioso administrativa. El magistrado Castillo
Víquez  y  la  magistrada  Garro  Vargas  ponen  nota  conjunta.  El
magistrado Rueda Leal pone nota. Notifíquese. 

23-000624-0007-CO 2023001720 RECURSO
DE AMPARO

Se declara con lugar el recurso, sin especial condenatoria en costas,
daños y perjuicios. Se ordena a Cristina Vásquez Evangelisti en su
condición de directora médica de la clínica Dr. Carlos Durán Cartín,
o  a  quien  ocupe  dicho  cargo,  que  gire  las  órdenes  y  realice  las
gestiones requeridas dentro del ámbito de sus competencias, para
que, tal y como se indicó en el informe rendido bajo juramento, el 28
de febrero de 2023, a la tutelada se le practique el ultrasonido de
tejidos  blandos  prescrito  por  su  médica  tratante.  Lo  anterior  se
ordena en tanto sea posible de acuerdo con la reorganización del
servicio decretada por la emergencia hospitalaria con ocasión de la
pandemia por la COVID-19. Si fuere imposible cumplir lo anterior en
atención a las razones mencionadas, deberán adoptar las medidas
correspondientes  para  que  la  orden  dada  sea  acatada  luego  de
superada la pandemia, siempre y cuando no exista posibilidad de
hacerlo  antes,  y  condicionado  a  que  la  situación  de  la  persona
amparada no implique un riesgo desproporcionado e irrazonable a
su  salud  o  vida.  Se  advierte  a  la  autoridad  recurrida  que,  de
conformidad con lo establecido por el  artículo 71 de la Ley de la
Jurisdicción Constitucional se impondrá prisión de tres meses a dos
años o de veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden
que deba cumplir o hacer cumplir, dictada dentro de un recurso de
amparo y no la cumpliere o no la hiciere cumplir,  siempre que el
delito no esté más gravemente penado. El magistrado Rueda Leal
consigna nota. El magistrado Salazar Alvarado salva parcialmente el
voto  y  dispone la  condenatoria  en  daños,  perjuicios  y  costas.  La
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magistrada  Garro  Vargas  salva  parcialmente  el  voto  y  ordena  la
condenatoria en daños y perjuicios, pero no en costas. Notifíquese.

23-000633-0007-CO 2023001721 RECURSO
DE AMPARO

De  conformidad  con  el  artículo  52  de  la  Ley  de  la  Jurisdicción
Constitucional  se  declara  con  lugar  el  recurso,  sin  especial
condenatoria  en  costas,  daños y  perjuicios.  Se  ordena  a  Priscila
Balmaceda Chaves, en su condición de directora general, y Diego
Rodríguez Arroyo, en su condición de jefe del Servicio de Radiología
e Imágenes Médicas, ambos del Hospital San Vicente de Paúl, o a
quienes  ocupen  dichos  cargos,  que  -si  el  ultrasonido  no  fue
efectuado  en  fecha  20  de  enero  de  2023-  giren  las  órdenes
pertinentes y lleven a cabo todas las actuaciones que estén dentro
del  ámbito  de  su  competencia  para  que,  dentro  de  un  plazo  no
mayor  a  UN  MES  contado  a  partir  de  la  notificación  de  esta
sentencia, a la amparada se le efectúe el ultrasonido requerido. Se
advierte  a  la  autoridad  recurrida  que,  de  conformidad  con  lo
establecido  por  el  artículo  71  de  la  Ley  de  la  Jurisdicción
Constitucional se impondrá prisión de tres meses a dos años o de
veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden que deba
cumplir o hacer cumplir, dictada dentro de un recurso de amparo y
no la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito no esté
más gravemente penado. El magistrado Rueda Leal suscribe nota.
El magistrado Salazar Alvarado salva parcialmente el voto y dispone
la condenatoria en daños, perjuicios y costas. La magistrada Garro
Vargas salva parcialmente el voto y ordena la condenatoria en daños
y perjuicios, pero no en costas. Notifíquese.

23-000646-0007-CO 2023001722 RECURSO
DE AMPARO

Se declara con lugar el recurso, sin especial condenatoria en costas,
daños y perjuicios. Se ordena a Carolina Chaves Araya y Jeremías
Sandí Delgado, por su orden directora general a.i. y jefe del servicio
de Oftalmología,  ambos del  hospital  San Rafael  de Alajuela,  o  a
quienes ocupen esos cargos, que giren las órdenes y realicen las
gestiones requeridas dentro del ámbito de sus competencias, para
que, tal y como se indicó en el informe rendido bajo juramento, la
tutelada sea atendida por  un especialista  en Oftalmología de ese
nosocomio el 13 de febrero de 2023 y, a partir de tal valoración, se
defina el plan de manejo por seguir en atención de su padecimiento,
según el criterio del médico tratante. Lo anterior se ordena en tanto
sea posible de acuerdo con la reorganización del servicio decretada
por la emergencia hospitalaria con ocasión de la pandemia por la
COVID-19. Si fuere imposible cumplir lo anterior en atención a las
razones  mencionadas,  deberán  adoptar  las  medidas
correspondientes  para  que  la  orden  dada  sea  acatada  luego  de
superada la pandemia, siempre y cuando no exista posibilidad de
hacerlo  antes,  y  condicionado  a  que  la  situación  de  la  persona
amparada no implique un riesgo desproporcionado e irrazonable a
su  salud  o  vida.  Se  advierte  a  la  autoridad  recurrida  que,  de
conformidad con lo establecido por el  artículo 71 de la Ley de la
Jurisdicción Constitucional se impondrá prisión de tres meses a dos
años o de veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden
que deba cumplir o hacer cumplir, dictada dentro de un recurso de
amparo y no la cumpliere o no la hiciere cumplir,  siempre que el
delito no esté más gravemente penado. El magistrado Rueda Leal
consigna nota. El magistrado Salazar Alvarado salva parcialmente el
voto  y  dispone la  condenatoria  en  daños,  perjuicios  y  costas.  La
magistrada  Garro  Vargas  salva  parcialmente  el  voto  y  ordena  la
condenatoria en daños y perjuicios, pero no en costas. Notifíquese.

23-000681-0007-CO 2023001723 RECURSO
DE AMPARO

Se  declara  con  lugar  el  recurso.  Se  le  ordena  a  María  Eugenia
Villalta Bonilla y a Maureen Murillo Jiménez, bajo ese mismo orden
Directora General y Jefe del Servicio de Cirugía General y Unidad de
Laparoscópica, ambas funcionarias del  Hospital San Juan de Dios,
o  a  quienes  en  sus  lugares  ocupen  esos  cargos,  que  giren  las
órdenes pertinentes y lleven a cabo todas las actuaciones que estén
dentro  del  ámbito  de sus competencias para que,  en el  plazo de
TRES MESES, contado a partir de la notificación de esta Sentencia,
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se  le  realice  la  cirugía  pendiente  al  amparado  bajo  estricta
responsabilidad y supervisión de su médico tratante y siempre que
una variación de las circunstancias médicas no requiera otro tipo de
atención.  Asimismo,  deberán  comunicarle  la  fecha  y  hora  de  tal
intervención, así como los requisitos pre – operatorios establecidos
para tales efectos. Se advierte a las autoridades recurridas que, de
conformidad con lo establecido por el artículo 71, de la Ley de la
Jurisdicción Constitucional, se impondrá prisión de tres meses a dos
años o de veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden
que deba cumplir o hacer cumplir, dictada dentro de un recurso de
amparo y no la cumpliere o no la hiciere cumplir,  siempre que el
delito  no  esté  más  gravemente  penado.  Se  condena  a  la  Caja
Costarricense  de  Seguro  Social  al  pago  de  las  costas,  daños  y
perjuicios ocasionados con los hechos que sirven de base a esta
declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo
contencioso administrativo. Los Magistrados Castillo Víquez y Garro
Vargas  consignan  nota.  El  Magistrado  Rueda  Leal  pone  nota.
Notifíquese.-

23-000712-0007-CO 2023001724 RECURSO
DE AMPARO

Se declara con lugar el recurso. Se le ordena a Taciano Lemos Pires
y  a  Carolina  Jiménez  Jiménez,  bajo  ese  mismo  orden  Director
General  y  Jefe  del  Servicio  de  Cirugía  General  del  Hospital  Dr.
Rafael Ángel Calderón Guardia, o a quienes en sus lugares ocupen
esos cargos, que giren las órdenes pertinentes y lleven a cabo todas
las actuaciones que estén dentro del ámbito de sus competencias
para  que,  en  el  plazo  de  TRES MESES,  contado  a  partir  de  la
notificación de esta Sentencia, se le realice la cirugía pendiente al
amparado bajo estricta responsabilidad y supervisión de su médico
tratante y siempre que una variación de las circunstancias médicas
no requiera otro tipo de atención. Asimismo, deberán comunicarle la
fecha  y  hora  de  tal  intervención,  así  como  los  requisitos  pre  –
operatorios  establecidos  para  tales  efectos.  Se  advierte  a  las
autoridades recurridas que, de conformidad con lo establecido por el
artículo 71, de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se impondrá
prisión de tres meses a dos años o de veinte a sesenta días multa, a
quien recibiere una orden que deba cumplir o hacer cumplir, dictada
dentro de un recurso de amparo y no la cumpliere o no la hiciere
cumplir, siempre que el delito no esté más gravemente penado. Se
condena a la Caja Costarricense de Seguro Social al pago de las
costas, daños y perjuicios ocasionados con los hechos que sirven de
base  a  esta  declaratoria,  los  que  se  liquidarán  en  ejecución  de
sentencia de lo contencioso administrativo. Los Magistrados Castillo
Víquez y Garro Vargas consignan nota. El Magistrado Rueda Leal
pone nota. Notifíquese.-

23-000732-0007-CO 2023001725 RECURSO
DE AMPARO

Se declara sin lugar el recurso. Los magistrados Rueda Leal y Garro
Vargas suscriben nota de manera independiente. 

23-000835-0007-CO 2023001726 RECURSO
DE HABEAS

CORPUS

Se  declara  parcialmente  con  lugar  el  recurso  solo  respecto  a  la
agresión  sufrida  por  la  tutelada  el  10  de  enero  de  2023.  Se  les
ordena a Gerald Campos Valverde y Kattia Góngora Meza, por su
orden, ministro de Justicia y Paz y directora general del CAI Vilma
Curling Rivera, o a quienes ocupen esos cargos, que coordinen lo
necesario y lleven a cabo todas las actuaciones que estén dentro del
ámbito de sus respectivas competencias, a fin de que: i) de forma
INMEDIATA  se  garantice  la  seguridad  de  la  tutelada
independientemente de su ubicación dentro del sistema penitenciario
nacional;  ii)  de  manera  INMEDIATA  se  inicie  un  procedimiento
administrativo  disciplinario  en  contra  de  la  agente  de  policía
penitenciaria que abrió el portón referido en el considerando III de
este pronunciamiento;  iii)  en el plazo de DOS MESES, contado a
partir de la notificación de esta sentencia, se dicte la resolución final
dentro del referido procedimiento disciplinario; y iv) dentro del plazo
de  DOS  MESES,  contado  a  partir  de  la  notificación  de  este
pronunciamiento, se dicte un protocolo interno para los módulos del
CAI Vilma Curling Rivera que requieren un nivel seguridad diferente
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por las características de la población que albergan. Lo anterior se
dicta con el apercibimiento de que con base en lo establecido en el
artículo 71 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se impondrá
prisión de tres meses a dos años, o de veinte a sesenta días multa,
a quienes recibieren una orden que deban cumplir o hacer cumplir,
dictada en un recurso de habeas corpus y que no la cumplieren o no
la hicieren cumplir, siempre que el delito no esté más gravemente
penado.  Se  condena  al  Estado  al  pago  de  daños  y  perjuicios
causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los
que  se  liquidarán  en  ejecución  de  sentencia  de  lo  contencioso
administrativo.  En  lo  demás  se  declara  sin  lugar  el  recurso.
Notifíquese.

23-000879-0007-CO 2023001727 ACCIÓN DE
INCONSTITU
CIONALIDAD

Se rechaza de plano la acción. El Magistrado Rueda Leal da razones
diferentes únicamente en relación con la  falta  de legitimación del
accionante  por  intereses  difusos.  La  Magistrada  Garro  Vargas
consigna nota.  

23-000881-0007-CO 2023001728 ACCIÓN DE
INCONSTITU
CIONALIDAD

Se rechaza de plano la acción. El Magistrado Rueda Leal da razones
diferentes únicamente en relación con la  falta  de legitimación del
accionante  por  intereses  difusos.  La  Magistrada  Garro  Vargas
consigna nota. 

23-000898-0007-CO 2023001729 RECURSO
DE AMPARO

Se  declara  con  lugar  el  recurso.  Se  ordena  a  Douglas  Montero
Chacón,  en  su  condición  de  Director  General  y  Flory  Morera
González, en su condición de Jefe de Servicio de Ginecología del
Hospital México, ambos del Hospital México, o a quienes en su lugar
ocupen dichos cargos, adoptar las medidas necesarias para que la
amparada [NOMBRE 001], cédula de identidad [VALOR 001], sea
valorado en la fecha indicada por la autoridad recurrida en el informe
sea  27 de enero del año en curso y en caso que se determine la
procedencia de la cirugía en cuestión, dicho procedimiento deberá
realizarse  dentro  del  plazo  de  los  tres  meses  siguientes  a  la
valoración,  si  otra  causa  médica  no  lo  impide,  bajo  la
responsabilidad de su médico especialista. Se advierte a la autoridad
recurrida que de conformidad con lo establecido en el artículo 71 de
la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se impondrá prisión de tres
meses  a  dos  años,  o  de  veinte  a  sesenta  días  multa,  a  quien
recibiere una orden que deba cumplir o hacer cumplir, dictada en un
recurso de amparo, y no la cumpliere o hiciere cumplir, siempre que
el delito no esté más gravemente penado. Se condena a la Caja
Costarricense  de  Seguro  Social  al  pago  de  las  costas,  daños  y
perjuicios  causados  con  los  hechos  que  sirven  de  base  a  esta
declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo
contencioso  administrativo.  El  magistrado  Castillo  Víquez  y  la
magistarda Garro Vargas consignan nota. El Magistrado Rueda Leal
consigna nota. 

23-000910-0007-CO 2023001730 RECURSO
DE AMPARO

Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Iliana Musa Mirabal, en
su condición de directora general del Hospital de Guápiles, o a quien
ocupe dicho cargo, que gire las órdenes pertinentes y lleve a cabo
todas  las  actuaciones  que  estén  dentro  del  ámbito  de  sus
competencias para que, dentro de un plazo no mayor a UN MES
contado a partir de la notificación de esta sentencia, se efectúe el
procedimiento  quirúrgico  que  requiere  la  parte  amparada  bajo
estricta  responsabilidad y  supervisión de su médico tratante,  esto
mientras  que  una  variación  de  las  circunstancias  médicas  del
paciente no contraindique tal intervención y haya cumplido con todos
los  requerimientos  preoperatorios.  Lo  anterior,  también  siempre  y
cuando sea posible de acuerdo con la reorganización del  servicio
decretada por la emergencia hospitalaria con ocasión de la epidemia
de coronavirus (COVID-19). Se advierte a la autoridad recurrida que,
de conformidad con lo establecido por el artículo 71 de la Ley de la
Jurisdicción Constitucional se impondrá prisión de tres meses a dos
años o de veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden
que deba cumplir o hacer cumplir, dictada dentro de un recurso de
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amparo y no la cumpliere o no la hiciere cumplir,  siempre que el
delito  no  esté  más  gravemente  penado.  Se  condena  a  la  Caja
Costarricense  de  Seguro  Social  al  pago  de  las  costas,  daños  y
perjuicios causados, los que se liquidarán en ejecución de sentencia
ante la jurisdicción contencioso administrativa. El magistrado Rueda
Leal suscribe nota. Notifíquese.

23-000954-0007-CO 2023001731 RECURSO
DE AMPARO

Se declara sin lugar el recurso. El magistrado Rueda Leal pone nota.
La magistrada Garro Vargas pone nota.

23-000999-0007-CO 2023001732 RECURSO
DE AMPARO

Se declara sin lugar el recurso. El magistrado Rueda Leal consigna
una nota. La magistrada Garro Vargas pone nota.  

23-001043-0007-CO 2023001733 RECURSO
DE AMPARO

Se declara  con  lugar  el  recurso.  Se  le  ordena a  Taciano  Lemos
Pires,  en  su  condición  de  Director  General  y  a  Hugo  Dobles
Noguera, en su condición de Jefe del Servicio de Ortopedia, ambos
del Hospital Dr. Rafael Ángel Calderón Guardia, o a quienes en sus
lugares ocupen esos cargos,  que giren las órdenes pertinentes y
lleven a cabo todas las actuaciones que estén dentro del ámbito de
sus  competencias  para  que  dentro  del  plazo  máximo  de  TRES
MESES, contado a partir de la notificación de la presente sentencia,
a la tutelada se le practique la cirugía prescrita, todo bajo estricta
responsabilidad y supervisión de su médico tratante y siempre que
una  variación  de  las  circunstancias  médicas  de  la  paciente  no
requiera otro tipo de atención. Todo lo anterior se dicta, siempre y
cuando sea posible de acuerdo con la reorganización del  servicio
decretada por la emergencia hospitalaria con ocasión de la epidemia
de coronavirus (COVID 19). En caso de que no sea posible cumplir
con lo  anterior,  en atención a  las razones mencionadas,  deberán
adoptarse las medidas del caso para que la orden dada sea acatada
dentro  del  plazo  otorgado  por  este  pronunciamiento,  luego  de
superada la epidemia de coronavirus, siempre y cuando no exista
posibilidad de hacerlo antes. Se advierte a las autoridades recurridas
que, de conformidad con lo establecido por el artículo 71 de la Ley
de la Jurisdicción Constitucional, se impondrá prisión de tres meses
a dos años o de veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una
orden  que  deba  cumplir  o  hacer  cumplir,  dictada  dentro  de  un
recurso de amparo y no la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre
que el delito no esté más gravemente penado. Se condena a la Caja
Costarricense  de  Seguro  Social  al  pago  de  las  costas,  daños  y
perjuicios ocasionados con los hechos que sirven de base a esta
declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo
contencioso  administrativo.  El  Magistrado  Castillo  Víquez  y  la
Magistrada  Garro  Vargas  ponen  nota.  El  Magistrado  Rueda  Leal
consigna nota. Notifíquese.- 

23-001146-0007-CO 2023001734 RECURSO
DE AMPARO

Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Ileana Musa Mirabal,
en su condición de Directora General del Hospital de Guápiles, o a
quien en su lugar ocupe ese cargo, que disponga todo lo necesario
dentro del ámbito de sus competencias y coordine lo pertinente, para
que  dentro  del  plazo  de  TRES  MESES,  contado  a  partir  de  la
notificación de esta sentencia, se le practique a la tutelada la cirugía
que le fue prescrita, previo cumplimiento de los requisitos médicos,
bajo la estricta responsabilidad y supervisión de su médico tratante,
siempre  y  cuando  por  la  variación  de  las  circunstancias  de  la
paciente no requiera otro tipo de atención. Lo anterior, siempre que
sea posible, tomando en cuenta los factores de riesgo que pueda
presentar  la  amparada  y,  de  acuerdo  con  la  reorganización  del
servicio decretada por la emergencia hospitalaria con ocasión de la
epidemia de coronavirus (COVID-19). En caso de que no sea posible
cumplir  con  lo  anterior,  en  atención  a  las  razones  mencionadas,
deberán adoptarse las medidas del caso para que la orden dada sea
acatada dentro del plazo dispuesto, luego de superada la epidemia
de coronavirus, siempre y cuando no exista posibilidad de hacerlo
antes. Se advierte a las autoridades recurridas que, de conformidad
con lo  establecido por  el  artículo  71 de la  Ley de la  Jurisdicción
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Constitucional se impondrá prisión de tres meses a dos años o de
veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden que deba
cumplir o hacer cumplir, dictada dentro de un recurso de amparo y
no la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito no esté
más gravemente penado. Se condena a la Caja Costarricense de
Seguro  Social  (CCSS)  al  pago  de  las  costas,  daños  y  perjuicios
causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los
que  se  liquidarán  en  ejecución  de  sentencia  de  lo  contencioso
administrativo. El Magistrado Rueda pone nota. Notifíquese.-

A las doce horas con cincuenta minutos se da por finalizada la sesión.-

ÚLTIMA LÍNEA.-

Fernando Castillo V.
Presidente
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